	s

Número de Orden

Libro S-2

Juzg. N° 4-7
	Expte. n° 192

autos: “Cabrera,. Marta Noemi

c/Municipalidad de Mercedes

s/ daños y perjuicios”



En la ciudad de Mercedes, Provincia de Buenos Aires, a los   21 días del mes de mayo del año dos mil nueve, reunidos en Acuerdo Ordinario los señores jueces de la Sala Tercera de la Excma. Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial del Departamento Judicial Mercedes, Provincia de Buenos Aires LUIS MARIA NOLFI y CARLOS ALBERTO VIOLINI con la presencia de la Secretaria actuante, para dictar sentencia en el Expte nº 192, en autos caratulados: "Cabrera, Marta Noemi C/ Municipalidad de Mercedes S/ Daños y perjuicios".

La Cámara resolvió votar las siguientes cuestiones de acuerdo con los artículos 168 de la Constitución y 266 del Código Procesal.

PRIMERA:

¿Es justa la sentencia dictada a fs. 127/131 y vta. en cuanto es materia de apelación y agravios?

SEGUNDA:

¿Qué pronunciamiento corresponde dictar?

Practicado el sorteo de ley dio el siguiente resultado para la votación: Dres. Luis Maria Nolfi y Carlos Alberto Violini.

Luego de sucesivos trámites, incluido el llamamiento de "autos para sentencia", tras el sorteo, quedó este expediente en condiciones de ser votado.

VOTACIÓN:

A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA, el Sr. Juez Luis María Nolfi dijo:

I.- En la sentencia dictada en estas actuaciones se FALLO: Desestimar la demanda iniciada por Marta Noemí Cabrera contra la Municipalidad de Mercedes, con costas a cargo de la accionante perdidosa.

 La parte actora interpuso recurso de apelación a fs. 134, concedido libremente a fs. 135, expresando agravios a fs. 141/143, y la parte demandada los contestó a fs. 146/147.

II- La parte actora, solicita que se revoque la sentencia apelada que rechaza la demanda  por culpa exclusiva del demandado, con costas. Sus agravios pueden sintetizarse en los siguientes puntos:

1.- Porque el señor juez de grado consideró que el accidente se produjo por un descuido en la vigilancia de su progenitora.

2.- Porque entendió que un predio en sí, no resulta una cosa generadora de riesgo, y porque no consideró que no se demostró quien colocó el arco en el mismo.

3.- Finalmente, porque consideró que no hay responsabilidad del Municipio toda vez que el predio se encontraba con vigilancia y cercado.

                                    III.- PLATAFORMA FÁCTICA NO DISCUTIDA.

3-1.-Los hechos relevantes para la resolución del recurso son, sintéticamente, los siguientes:  

Que con la prueba que obra en autos se ha acreditado que, el día 13 de octubre del año 2000, alrededor de las 18, en circunstancias en que se estaba festejando el “Día de la Madre” en un predio municipal, sito en el barrio Blandengues de esta localidad, donde se encuentra la Sociedad de Fomento de dicho barrio, un arco de fútbol que se encontraba dentro del predio cayó sobre el menor J.M. C, de 8 años de edad, golpeándolo en la cabeza, fue trasladado a la Clínica “ Cruz Azul” , y luego dada la gravedad fue derivado a la Clínica “ Dar Vida” de la localidad de Campo de Mayo. Falleciendo dos días después en dicho nosocomio. 

Todo ello se encuentra corroborado por las constancias que obran en la causa penal (denuncia de fs. 1, acta de inspección ocular de fs. 6, croquis de fs. 7, declaraciones testimoniales de fs. 8 y 9, historia clínica de fs. 25/53, autopsia de fs. 55/59), y en la presente con las piezas de fs. 68, 98, 99, y la pericia de fs. 108/109.

3-2.-Puesto en la tarea decisoria y en aras de centrar normativamente el caso, estimo útil co​menzar recordando algunas precisiones de la Excma Cámara de Apelaciones de Junin que resumen los argumentos volcados por Carolina  Martínez Garbino en su artículo  “Cosas inertes, riesgo y culpa" LLBA 201, 1051), acerca del régimen de responsabilidad que consagra el art. 1113 del C. Civil ( v. Expte. Nº 42449 caratulado “ Lucero de Dornay, María E. y Dornay R. c/ Telefónica de Argentina y Empresa Argencobra S.A. s/ Daños y Perjuicios “ sent. del 22 de abril de 2008; y causa Nº 42889 caratulada: "Broggi, Pedro c/ Provincia de Buenos Aires- Dirección Provincial de Vialidad s/ Daños y Perjuicios", sentencia del 6 de noviembre de 2008, ambas con la primera ponencia del Dr. Guardiola.

En esos pronunciamientos se señaló lo siguiente: 

"El carácter inerte de la cosa no impide la aplicación del art. 1113 del C.C. No es una condición del hecho de las cosas su  movimiento. Es  cierto, como señala Pizarro, que desde  un  punto  de vista cuantitativo, la idea de riesgo creado parecería estar estadísticamente más aso​ciada a cosas en movimiento que a las que se encuentran inertes, ya que existe una probabilidad de intervención causal más relevante en aquel supuesto. Sin  embargo, cualitativamente, nada permite disociar al riesgo crea​do del carácter inerte de una cosa, dado que ella puede haber  intervenido activamente en la producción del re​sultado. Pizarro trae como ejemplos el piso anormalmen​te resbaladizo o deteriorado, que provoca la caída de un peatón; el pavimento de una ruta en mal  estado de conservación, que causa daños en un vehículo que circu​la, etc. En esa línea, la doctora Zavala  de  González sostiene que existe hecho de la cosa cuando ésta, "me​cánicamente pasiva" ha sido "causalmente activa". Y las cosas inertes son causa activa del daño cuando la anor​malidad de su situación o ubicación circunstancial crea la probabilidad  y consecuente  previsibilidad  de una contingencia dañosa,  lo  que  es plenamente congruente con el  sistema  de  causalidad  adecuada  que  adopta nuestro Código Civil. "Si la cosa inerte tiene partici​pación activa  en  la  producción  del daño sufrido por quien la utiliza (por ej. piso anormalmente  resbaladi​zo, acera deteriorada o con pozos o, como en el  caso, rampa de lanzamiento  marina  de  alto  riesgo),  nada  excluye la responsabilidad legalmente atribuida al due​ño o  al guardián". (CS, diciembre 1 1992 Pose, José D. c. Provincia  de  Chubut y otra) "Cuando la víctima ha sufrido daños  que imputa al riesgo o vicio de una cosa inerte, a  ella  incumbe  demostrar  la  existencia del riesgo o vicio y la relación de causalidad entre uno u otro  y el perjuicio; esto es, el damnificado debe pro​bar que la cosa jugó un  papel  causal,  acreditando -cuando se trata de cosas inertes- la posición o el com​portamiento anormales de la cosa o su vicio, pues en el contexto del 2º  párr., última parte, del art. 1113 del  Cód. Civil, son tales circunstancias las que dan origen a la responsabilidad del dueño o guardián, quien podrá eximirse total o parcialmente de dicha responsabilidad, acreditando la  culpa de la víctima o de un tercero por quien no debe responder". (Del Castillo, Nora M. c. Su​permercado Coto  s/daños  y  perjuicios CN Civ., sala L, 18/9/97; inédito. Voto del doctor Pascual.)". Agrega que “... aún cuando se considere que la idea de culpa está ausente en la atribución de responsabili​dad al dueño o guardián de la cosa, de ello no se sigue sin más  que pueda presumirse su riesgo o vicio, ni que fuera  apta para repotenciar, recrear o aumentar la po​sibilidad  de daño, máxime si no ha tenido una partici​pación activa en su producción. Ello es particularmente aplicable al supuesto de cosas inertes --como lo es, en el  caso, la escalerilla del avión-- pues la probabili​dad de  intervención  causal de la cosa es menor que si se tratase de cosas en movimiento.(...) De  tal  modo, cuando la víctima ha sufrido daños que imputa al riesgo o  vicio  de la cosa, a ella incumbe demostrar la exis​tencia del riesgo o vicio y la relación de causalidad entre uno u otro y el perjuicio; esto es, el damnifica​do  debe probar que la cosa jugó un papel causal, acre​ditando  --cuando  se trata de cosas inertes-- la posi​ción o el comportamiento anormales de la cosa o su  vi​cio, pues en el contexto del párr. 2º, última parte del art. 1113 del Cód. Civil, son tales circunstancias las que dan origen a la responsabilidad del dueño  o  guar​dián,  quien podrá eximirse total o parcialmente de di​cha responsabilidad acreditando la culpa de la víctima  o de un tercero por quien no debe responder  (Corte Suprema de Justicia de la Nación O'Mill,  Allan  E.  c. Provincia   del   Neuquén.   19/11/1991  Fallos  Corte: 314:1505; LA LEY 1992-D, 228.” 

3-3.-En similar sentido la doctrina legal de la Suprema Corte de Justicia ha expresado que:  "No puede sostenerse que una cosa no reviste el carácter de ries​gosa  sólo  por su condición de inerte, porque para determinar si  genera peligro el juez en cada oportunidad debe preguntarse si ella por  cualquier  circunstancia del caso produce un riesgo en el que pueda ser compren​dido el daño sufrido por la víctima; a pesar de que una cosa en sí misma considerada puede no ser peligrosa, en ocasiones alcanza ese carácter en función de las cir​cunstancias del caso" (Suprema Corte de Justicia en causas L 38961;  L 51505; L 76465; L 82047 , entre otras). 

3-4.-Anticipo que no comparto la decisión anterior en cuanto rechaza la acción. Mis argumentos fácticos y jurídicos son los siguientes: 

A.-El caso, tal como lo propone la parte actora en la presentación inaugural y en el escrito de expresión de agravios ( v. fs. 6/8 vta, punto 2 ”hechos”, y fs. 141/143 vta.), puede encuadrarse en la segunda parte del art. 1113 del Código Civil. En efecto, la peligrosidad potencial de la cosa inerte, en el caso el arco de fútbol, es una cualidad que le incorporan dicho objeto no sólo su estructura y dimensiones ( compuesto por caños de hierro de aproximadamente 10 a 15 cm. de diámetro, 2 metros de alto y 2,50 metros de ancho (v. fs. 6 de la causa penal), sino también su deficiente instalación ( movible, v. foja citada), y la circunstancia de que al predio donde se encontraba colocado concurrían habitualmente vecinos y según datos aportados por algunos testigos lo hacían con libre acceso niños para jugar al fútbol (v. declaraciones de Juan Carlos Chaparro  y de  Rosa Cruz de fs. 98 y 99)

La conjunción de todos estos elementos torna al mentado objeto en una cosa generadora de potencial peligrosidad con la consecuente contingencia o probabilidad de ocasionar daños a las personas. 

Por lo tanto, el demandado puede liberarse de su responsabilidad acreditando la conducta culpable de la víctima, el hecho de un tercero ajeno, o el “casus”, como factores interruptivos de la relación efectiva y adecuada de causalidad.

B.-La prueba producida en autos no autoriza a tener por acreditada ninguna eximente.

Dadas las características del desgraciado suceso que tuvo lugar en horas de la tarde del viernes 13 de octubre de 2000,  ninguna duda existe acerca de que el deber de seguridad correspondía a la Municipalidad demandada como dueña del predio (v. fs. 33 y 108/109, arts. 384 y 474 del CPCC.).

Más allá de las observaciones y dudas acerca del factor de atribución, que exceden el marco de este pronunciamiento, pues como postula la parte actora en las presentaciones inicial y recursiva, podría decirse que el Estado responde en forma directa por falta objetiva de servicio (arg. Corte Suprema de Justicia ” in re “ Zacarías”, cit en LL. 1998-C-317), o bien que surge de un factor subyacente subjetivo a título de culpa por omisión, o que deriva de su calidad de delegante de actividad en el marco de una relación regida por el Derecho Público, denominada “delegación transestructural” de un servicio inherente a sus funciones (Cámara Civ y Com de Lomas de Zamora, Sala 1, “ Angelakis, Nicolás c/ Tamango, Sergio  s/ Daños…”, sentencia del 2 de noviembre de 2004)

C.El material probatorio revela que del testimonio de la Sra. María Amanda Galvez, que obra a fs 8 de la causa penal  (fs. 68 de ésta) resulta que: “….Que en esa fecha la que habla se encontraba prestando colaboración en dicha sociedad, ocupando la parte de la puerta de ingreso, no dejando pasar a menores y evitando que dañen las plantas….” ( arts. 384 y 456 del CPCC.). De ello se desprende que sin ningún referente preventivo, se priorizó el cuidado del predio antes que la seguridad de los menores. Es decir, el impedimento para el ingreso de menores no era precisamente porque podía ocurrir un hecho dañoso.

Uno de los fundamentos de la parte demandada para eximirse de responsabilidad, radica en la circunstancia de que esa parte no colocó los arcos en cuestión. Tal alegato no puede ser admitido, toda vez que corresponde al dueño del predio el adecuado control de todo elemento que se introduzca en su propiedad; máxime teniendo en cuenta que por las características de la cosa, es decir si los arcos de fútbol no están enterrados correctamente sobre el piso, como ocurrió en el caso, ante un movimiento externo, su peso, dimensiones ( v. fs. 6 de la causa penal) , y consecuente inestabilidad, es altamente probable que se derrumben. Lo correcto hubiera sido entonces instalarlos correctamente, o bien retirarlos del lugar durante el transcurso del evento.

Ninguna razón existe, a mi juicio, para achacarle la responsabilidad a la madre del menor sin discernimiento fallecido por haber estado ausente al momento de la ocurrencia del hecho dañoso y por haberlo dejado concurrir al lugar con su hermanos , primos y una tía. El fundamento de esta responsabilidad indirecta -porque es técnicamente concebible la existencia de un responsable indirecto aunque no medie responsabilidad del autor del hecho- resida ella en la “presunción de culpa” de la madre, consistente en la omisión de las diligencias enderezadas al cuidado de sus hijo menor para evitar que cause daño a un tercero, o en la “garantía legal” o “ carga legal “, conforme la posición de Busso anclada en la institución de la patria potestad de aquellos, es preciso anticipar que en tanto ningún daño causó la víctima a un tercero, no puede derivarse responsabilidad a su progenitora con base en el art. 1114 del Código Civil.

Sí creo que debe ser analizada como eximente en el marco de la presunción de causalidad que establece el art. 1113 del Código Civil en cuanto permite al demandado liberarse total o parcialmente de su responsabilidad demostrando que en el contexto de la situación (sin la vigilancia activa de su madre) el comportamiento de la víctima menor, en el caso sin voluntad jurídica interrumpió total parcialmente la relación de causalidad y la desplazó hacia ella (art. 1113 segunda parte segundo párrafo “ in fine” del C.C.) 

De tal modo que no veo configurada tal hipótesis. Ni la rotulada como “culpa de la víctima”, ni la que se califica como “ culpa de un tercero por quien no se debe responder”.

Marta Noemí Cabrera autorizó una tarde del mes de octubre  a su hijo  menor a concurrir a una fiesta barrial con su hermano mayor (12), una de sus tías (22) y primos. 

María Amanda Gelvez, una de las personas que estuvo en el lugar admitió que prestaba tareas de colaboración en la organización del evento y que le habían ordenado impedir el ingreso de los niños al área de ubicación de las plantas. Además declaró que un grupo de chicos, entre los que se encontraba el menor víctima, intentó ingresar a la cancha de fútbol sin suerte porque se lo impidió. Sin embargo, en algún momento y por algún lugar los niños ingresaron a la cancha, y es por eso que no entiendo el argumento de la sentenciante anterior cuando afirma que la vigilancia del lugar fue burlada, cuando en verdad quien había sido designado en la tarea de vigilancia los vio, al menos en la puerta de acceso, y aunque pareciera que la prioridad era la protección de las plantas y las flores dispuestas en la entrada de la Sociedad de Fomento, pudo haber controlado otras posibles vías de acceso al lugar.

No solo ingresaron a la cancha de fútbol, sino que contaron con suficiente tiempo para jugar, hasta que finalmente se cayó el arco, lo golpeó  y le produjo la muerte al pequeño Juan Manuel.

Y todo esto ocurrió en un espacio semi público, un día en el cual se festejaba el “Día de la Madre”, en una Sociedad de Fomento de Mercedes, a pocas cuadras de la casa del menor, y en un horario que podría decirse razonable. Por otra parte, el menor no estaba solo sino que estaba acompañado por su hermano de 12 años, primos y una tía mayor de edad. A esta altura cabe razonar respecto de cuál o cuáles hubieran sido las posibilidades de la madre de haber impedido el hecho en la hipótesis de haber estado presente en el evento ejerciendo una vigilancia activa sobre su hijo. Y aunque sea una elaboración puramente conjetural, entiendo que la situación de riesgo siempre estuvo presente, no solo para el menor fallecido sino parta todos los concurrentes al lugar ese día.

Por lo tanto, todas las circunstancias relatadas indican que no corresponde atribuir responsabilidad indirecta o “refleja impropia” a la madre del menor (Bustamante Alsina, Teoría General de la Responsabilidad Civil”, número 068, Editorial Abeledo Perrot, 3ª Ed.), dejando establecido que su autorización para concurrir a la Sociedad de Fomento del Barrio Blandengues de Mercedes aproximadamente a las 18 del viernes 10 de octubre de 2000 y su no acompañamiento no contribuyeron causalmente a la producción del daño.

Las diligencias necesarias (arg. art. 512 del C.C.) debieron, en el caso, ser tomadas por la autoridad pública, dueña del establecimiento, previendo el cumplimiento de mandatos jurídicos indeterminados basados en ponderaciones de bienes jurídicos protegidos y valorando las consecuencias generalizadas de su actuar. Y porque su tipificación entraña una apreciación en concreto la cual toma en cuenta el tipo de actividad, los medios de que dispone el servicio, el lazo que une a la víctima con aquél y el grado de previsibilidad del daño, la parte demandada debió supervisar, controlar y, en su caso,  incrementar las condiciones de seguridad en las zonas propias donde se organizan eventos, se practican deportes o se juega, que necesariamente deben contar con la protección apropiada (art. 512 y 902 del Código Civil). No puede sostenerse que existe aun deber del Estado en evitar todo daño, pero sí en la medida, como es el caso, de la protección compatible con la tutela de las libertades y la disposición de medios razonables (Corte Suprema, in re “ Mosca, Hugo c/Provincia de Buenos Aires”, sentencia del 6 de marzo de 2007, JA-2007, II, fascículo 9, ps. 16 y ss. Con nota aprobatoria de Boragina y Meza) 

La responsabilidad  es directa y  objetiva, y se funda en la falta  de servicio o  frente a las obligaciones que el servicio regular impone. 

Quedó demostrado entonces que J. M. contaba con 8 años de edad a la fecha del evento ( v. fs. 4  y 10), y que el arco con el cual se hallaba jugando y cuya caída le causó el daño con resultado mortal, si bien no es peligroso en si mismo, se encontraba en una situación que implicaba riesgo e imponía al dueño del predio  en el cual se hallaba adoptar todas las medidas tendientes a evitar una situación como la de autos. Lo esencial y decisivo  para que pueda incardinarse la “fattispecie” ba​jo el régimen propio del art. 1113 Código Civil es la "incidencia causal" del riesgo ( o vicio)  generado por la cosa en el resultado nocivo, es decir su "rol activo" en la producción del daño, la intervención  material  de la cosa en el evento lesivo, lo que a diferencia de las cosas en movimiento, porque no se presume su potencial riesgosidad sino que ella resulta de su posi​ción, de comportamiento anormal, o de un defecto o anomalía  ¿En qué consistía el riesgo en el caso? En que el arco en cuestión se hallaba mal afianzado en el terreno y tal antirreglamentaria construcción, crearon conforme al curso normal y ordinario de las cosas una probabilidad razonable de dañosidad para terceros. Pues porque su caída era previsible, y porque generalmente los arcos de fútbol presentan  ángulos filosos, idóneos pa​ra herir a quien se impacta.

En virtud de lo expuesto propongo revocar la sentencia apelada, y hacer lugar a la demanda promovida por Marta Noemí Cabrera (artículo 1113 segundo párrafo, segunda parte del Código Civil).

V.-  Indemnizaciones:-

a)  Daño Material por perdida de chance. 

Respecto del denominado “valor vida”, la doctrina de la casación provincial ha dicho que  la vida humana no tiene un valor económico en sí misma porque no está en el comercio ni se cotiza en dinero, y que lo que se denomina “valoración de la vida humana” no es otra cosa que la medición de la cuantía del perjuicio que sufren los que eran destinatarios de todos o parte de los bienes que el occiso producía, desde el momento que esa fuente de ingresos se extingue (S.C.B.A., Ac. 35.428 del 14/05/91, Ac. 41.216 del 21/05/91, Ac. 50.522 del 26/10/93)  

El quid estriba en saber, cuál es el márgen de certidumbre que se asigna a este evento `pronosticado como factible y que por causa del “eventus damni“ no sucederá ( Zannoni, Eduardo nos habla de “ certidumbre de la probabilidad como tal”, en su obra “ El daño en la responsabilidad civil “ , punto 1 de la pág. 52, Astrea, 1982).

 Entiendo que este requisito de pérdida  efectiva de posibilidades no debe asimilarse ligeramente con el de pérdida definitiva, aunque de cualquier modo siempre el criterio que se siga deber pasar por el exámen de la relación de causalidad, para poder conocer en definitiva, cuál es el grado de posibilidades y eso por supuestos es “compatible con la certeza desde la óptica jurídica” ( Mosset Iturraspe, Jorge “ Frustración de una chance por error de diagnóstico”, La Ley, 1982-D-476).

El caso exhibe los siguientes detalles:

La actora, madre del menor obviamente no era destinataria de ninguna ayuda al momento de la muerte del menor, dado que contaba tan solo con 8 años de vida. Por ello lo que debe indemnizarse, es la “pérdida de chance” de la ayuda económica que a partir de la edad laboral (18 años, conf. art. 128 C.C.) el hijo pudiera haberle prestado, chance que, conforme la doctrina, es mayor cuanto más humildes son los progenitores y cuánto mas avanzados en edad son, ya sea por las magras jubilaciones como por el deterioro de la salud. (Trigo Represas –López Mesa, “Tratado de la responsabilidad civil”, La Ley, 2004, Págs. 751/53)

Al llegar el menor víctima a la edad de 18 años, la actora Marta Noemí Cabrera hubiera tenido 41 años (confr. datos que surgen de la causa penal fs.14 ), de manera que mantendría aún su rendimiento laboral. No obstante ello, no puede dejarse de considerar que se trata de una persona de escasos recursos económicos (v,  beneficio de litigar sin gastos, fs.14, 15 y 18), como tampoco debe olvidarse que, además, al llegar a la edad en que los hijos se independizan de los padres, y viven solos o forman una familia, al menos durante una primera época se torna ciertamente difícil la ayuda.

Esta evaluación implica ciertamente  un juicio de probabilidad resultante de un proceso conjetural, que desde un punto lógico y estricto es una estimación de daño probable, previsible, verosímil, anticipable como normal, regular o casi seguro, pero no seguro totalmente (Zavala de Gonzalez, Matilde “ Resarcimiento de daños” en “Daños a la persona “, p 254, Ed. Hammurabi, 1991).

Por lo tanto, entiendo que es razonable el monto que se solicita en la demanda por lo cual debe fijarse la  indemnización de esta partida en la suma de cincuenta mil pesos ($ 50.000) para la parte actora a la fecha de hecho -13/10/2000- (arts. 1068, 1109 y concordantes del Cód. Civil y art.165 tercer párrafo del rito).

b) Daño Moral.-

Cabe señalar que el daño moral es la lesión a los sentimientos que determinan dolor o sufrimientos físicos, inquietud espiritual o agravios de las afecciones legítimas y; en general, de toda clase de padecimientos insusceptibles de apreciación pecuniaria (Bustamante Alsina ¨Teoría General de la Responsabilidad Civil¨, página  205) 

Que en cuanto a la procedencia de la reparación en el “ sub examine” , es preciso tener en cuenta que , por la índole espiritual de este agravio, debe tenérselo por configurado “ in re ipsa” por la sola producción del evento dañoso, ya que se presume – por el grado parental- la lesión inevitablemente profunda de los sentimientos. Es al responsable del hecho dañoso a quien incumbe acreditar la existencia de una situación objetiva que excluya la posibilidad de un daño moral (SCBA causa Acuerdo 82.395 , del 14- de diciembre de 2005)                            

En función de ello y con vista a todo lo actuado considerando que Marta Noemi Cabrera  perdió súbitamente a su pequeño hijo, que era madre de otros menores, de condición humilde, y que estas crudas realidades, el dolor insoportable por la muerte y la dura subsistencia en un medio de carencias imprimen la idea de un innegable y profundo dolor espiritual, resulta equitativo fijar para este rubro lo pedido en la demanda, es decir la suma de $ 80.000 para la madre actora  (art. 1078, 1083 conc. y coinc. Cod.Civil y art  165 in fine, 375  384  y concs. del CPCC)

d) Gastos de sepelio: 

Los gastos de sepelio son consecuencia natural y ordinaria del fallecimiento (art. 901 del Código Civil). De ahí, probada la muerte de una persona, la ausencia de prueba concreta acerca de la suma dineraria asumida por su sepelio, hace funcionar la facultad-deber prevista por le art. 165 última parte del CPC, debiendo procederse a determinar la reparación del daño, la que en el caso, estimo fijarla en la suma de $1000 .

VI.- Intereses.-

Su procedencia reta como indiscutible y, en consecuencia, deben aplicarse a la suma debida del siguiente modo: a) desde la fecha del hecho (13/10/2000) y hasta aquélla en la cual quedó notificado del traslado de la demanda, se aplicará la tasa (“pasiva”) que en los sucesivos períodos de aplicación pague el Banco de esta Provincia, en sus operaciones de depósitos a treinta días; b) de allí en más, y hasta el efectivo pago, el ochenta por ciento (80%) de la tasa que cobra el mismo Banco en sus operaciones de descuento de documentos (“activa”), en los sucesivos períodos de aplicación (esta Sala en causas 20 del 5 de marzo de 2009, 13 del 10 de marzo de 2009, 21 del 19 de marzo de 2009, y 93 del 24 de abril de 2009, entre otras).   

VII.- Costas: 

En atención al resultado de la causa, corresponde imponer las costas de ambas instancias a la demandada vencida (arts. 68 y 274 del CPCC). 

Por los fundamentos expuestos y si mi voto es compartido debe revocarse la sentencia en crisis y  acogerse la demanda.

VOTO POR LA NEGATIVA.

A LA MISMA PRIMERA CUESTIÓN: El señor juez Carlos Alberto Violini, aduciendo análogas razones, dio su voto también por la NEGATIVA.
A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA, el Sr. Juez Luis María Nolfi dijo:

En mérito al resultado de la votación que antecede, el pronunciamiento que corresponde dictar es:

1) Revocar la sentencia apelada, y consecuentemente, admitir la demanda interpuesta por Marta Noemí Cabrera, y consecuentemente, condenar a la demandada  Municipalidad de Mercedes  a que en el plazo de diez días de quedar firme la presente abone a la actora la suma de $ 131.000 (pesos ciento treinta y un mil), con más los intereses en la forma indicada en el considerando VI.
2) Imponer las costas de ambas instancias, al demandado en su condición de vencido.

ASÍ LO VOTO.

A LA MISMA SEGUNDA CUESTIÓN, El señor Juez Carlos Alberto Violini, aduciendo análogas razones, dio su voto en el mismo sentido.

Con lo que se dio por terminado el acuerdo, dictándose la siguiente 

SENTENCIA  

Mercedes,   21        de Mayo de 2009.

Y VISTOS:

Considerando que en el Acuerdo que precede y en virtud de las citas legales, y jurisprudenciales, ha quedado establecido que la sentencia apelada debe ser revocada.

POR ELLO y demás fundamentos consignados en el acuerdo que precede SE RESUELVE:

1)Revocar la sentencia apelada, y consecuentemente, admitir la demanda interpuesta por Marta Noemí Cabrera, y consecuentemente, condenar a la demandada  Municipalidad de Mercedes  a que en el plazo de diez días de quedar firme la presente abone a la actora la suma de $ 131.000 (pesos ciento treinta y un mil), con más los intereses en la forma indicada en el considerando VI.

2) Imponer las costas de ambas instancias, al demandado en su condición de vencido.

REGÍSTRESE. NOTIFÍQUESE Y DEVUÉLVASE.
Fdo.  Luis María Nolfi. Carlos Alberto Violini. Ante: Silvana Metetieri. Sec.

